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Referencia de proceso 

RADICADO 23-001-31-03-004-2021-00013-00Alu 

CLASE DE PROCESO DECLARATIVO - EXPROPIACION 

DEMANDANTE AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA - ANI 

DEMANDADO MUNICIPIO DE MONTERIA Y OTROS 

 

Encontrándose a despacho pendiente para su admisión, la presente demanda de Expropiación 

instaurada por la AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA -ANI-, contra 

MUNICIPIO DE MONTERIA, SUSANA BURGOS DE GARCIA y CENTRO 

INTERNACIONAL DE BIOTECNOLOGIA REPRODUCTIVA - CIBRE, advierte de entrada 

el despacho que la entidad demandante según el Decreto Ley 4165 de 03 de noviembre de 2001, tiene 

como naturaleza jurídica la de Agencia Nacional Estatal de Naturaleza Especial del sector 

descentralizado de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional, adscrita al Ministerio de Transporte; es 

decir es una entidad descentralizada por servicios, o en su defecto, es una entidad pública. Esta 

entidad, según el escrito de demanda, tiene como domicilio la ciudad de Bogotá D.C. 

 

Siendo ello así, en el presente asunto nos encontramos ante la concurrencia de dos factores, es decir, 

el previsto en el numeral 7 del articulo 28 del C.G.P. y la regla No. 10 de la misma codificación:  

 

“Articulo 28. Competencia territorial. La competencia territorial se sujetará a las siguientes reglas. 

 

(…). 

 

7. En los procesos en que se ejerciten derechos reales, en los divisorios, de deslinde y amojonamiento, 

expropiación, servidumbres, posesorios de cualquier naturaleza, restitución de tenencia, declaración 

de pertenencia y de bienes vacantes y mostrencos, será competente, de modo privativo, el juez del 

lugar donde estén ubicados los bienes, y si se hallan en distintas circunscripciones territoriales, el 

de cualquiera de ellas a elección del demandante. 

 

(…). 

 

10. En los procesos contenciosos en que sea parte una entidad territorial, o una entidad 

descentralizada por servicios o cualquier otra entidad pública, conocerá en forma privativa el juez 

del domicilio de la respectiva entidad”. 

 



 

La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en Auto AC140 del veinticuatro (24) de 

enero del 2020, radicado N°. 11001-02-03-000-2019-00320-00, M.P. ÁLVARO FERNANDO 

GARCÍA RESTREPO, expresó: 

 

“2. En principio esta decisión debería adoptarse en Sala Unitaria, es decir, por el Magistrado 

Sustanciador a quien se le repartió el asunto; sin embargo, en esta ocasión la Corporación en pleno 

encuentra oportuno e ineludibles, en cumplimiento de la labor pedagógica y de unificación de la 

jurisprudencia que le está atribuidas, abordar el estudio pertinente para fijar un criterio unificado 

de interpretación de la normatividad que permea el presente conflicto negativo de competencia, para 

que a futuro la decisión aquí adoptada sirva de guía fiable tanto para la Corte como para los jueces 

y las partes de los procesos, en aras de respetar y garantizar la igualdad de trato de los justiciables 

ante la ley, y con ello la coherencia y seguridad del ordenamiento jurídico.  

 

… 5. Pues bien, atendiendo las dos tesis descritas, frente a las cuales existe una abierta discrepancia, 

la Sala encuentra que los argumentos de la segunda son los que deben acogerse, porque se muestran 

más acordes con la voluntad del legislador, expresada en el sentido claro de sus mandatos; en el 

entendimiento sistemático de los preceptos sobre competencia; en la pauta de prelación que este 

concretamente previó en caso de discordancias entre reglas de competencia; y en el interés general 

que se infiere quiso hacer primar la nueva codificación, al señalar que es en el domicilio de los entes 

públicos involucrados como parte en un proceso, que debe adelantarse la contienda. … “Como se 

anotó anteriormente, en las controversias donde concurran los dos fueros privativos enmarcados en 

los numerales 7° y 10° del artículo 28 del Código General del Proceso, como el que se presenta 

cuando una entidad pública pretende imponer una servidumbre de conducción de energía eléctrica 

sobre un fundo privado, surge el siguiente interrogante: ¿Cuál de las dos reglas de distribución es 

prevalente? Para resolver dicho cuestionamiento, el legislador consignó una regla especial en el 

canon 29 ibidem, el cual preceptúa que "(es prevalente la competencia establecida en consideración 

a la calidad de las partes... Las reglas de competencia por razón del territorio se subordinan a las 

establecidas por la materia y por el valor". 

 

Posteriormente, la Corte Suprema de Justicia en auto AC232-2021 del 08 de febrero de 2021, expuso: 

 

“Por tanto, para dirimir esta dualidad de competencias de carácter privativo, el canon 29 del C.G.P. 

dispone: «[e]s prevalente la competencia establecida en consideración a la calidad de las partes… 

Las reglas de competencia por razón del territorio se subordinan a las establecidas por la materia y 

por el valor» (Resaltado por la Corte). Por ende, en los procesos en que se ejercen derechos reales 

se aplica el fuero territorial correspondiente al lugar donde se encuentre ubicado el bien, pero en el 

evento de que sea parte una entidad pública, la competencia privativa será el del domicilio de ésta, 

como regla de principio.  

 

4. Lo dicho traduce que, en el caso concreto, corresponde el conocimiento del asunto al Juzgado 

Cuarenta y Cinco Civil del Circuito de Bogotá, localidad donde tiene su domicilio la entidad 

demandante, pues es el otro fuero concurrente aplicable y privativo, de acuerdo con la comentada 

armonización de las reglas de competencia para cuando esté vinculada una persona jurídica de dicha 



connotación. Lo anterior, por cuanto Agencia Nacional de Infraestructura -A.N.I.- es una Agencia 

Nacional Estatal de Naturaleza Especial, vinculada al Ministerio de Transporte, del sector 

descentralizado de la Rama Ejecutiva del orden nacional, de donde la competencia para conocer del 

presente asunto se determina y radica en el juez del lugar de su domicilio, correspondiente a la 

ciudad de Bogotá acorde con el artículo 2º del decreto 4165 de 2011 y el certificado de existencia y 

representación legal allegado con la demanda. En efecto, para que se apliquen los parámetros de 

competencia de forma exclusiva, se debe tener certeza sobre la condición del ente convocado, es 

decir, que se trate de «una entidad territorial, o una entidad descentralizada por servicios o cualquier 

otra entidad pública», de lo contrario, se acudirá al fuero general. A su vez, el precepto 68 de la ley 

489 de 1998 prevé que son «entidades descentralizadas del orden nacional, los establecimientos 

públicos, las empresas industriales y comerciales del Estado, las sociedades públicas y las 

sociedades de economía mixta, las superintendencias y las unidades administrativas especiales con 

personería jurídica, las empresas sociales del Estado, las empresas oficiales de servicios públicos y 

las demás entidades creadas por la ley o con su autorización, cuyo objeto principal sea el ejercicio 

de funciones administrativas, la prestación de servicios públicos o la realización de actividades 

industriales o comerciales con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio. 

Como órganos del Estado aun cuando gozan de autonomía administrativa están sujetas al control 

político y a la suprema dirección del órgano de la administración al cual están adscritas» (Resaltado 

por la Corte). Así las cosas y como quiera que el parágrafo del canon 104 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo establece que, por «entidad 

pública se entiende todo órgano, organismo o entidad estatal, con independencia de su 

denominación; las sociedades o empresas en las que el Estado tenga una participación igual o 

superior al 50% de su capital; y los entes con aportes o participación estatal igual o superior al 

50%» (Resaltado por la Corte), a pesar de que la demandante es una sociedad anónima también 

ostenta la característica de pública, de donde le resulta aplicable el numeral 10º del artículo 28 del 

Código General del Proceso Y si bien es cierto que en los juicios de expropiación la competencia 

territorial la determina el lugar donde se encuentra el predio objeto del litigio, por aplicación del 

numeral 7º del artículo 28 del Código General del Proceso, esta adscripción en el sub lite debe ceder 

por el domicilio de la entidad descentralizada, por virtud del numeral 10º de la citada codificación 

adjetiva, en concordancia con el canon 29 del C.G.P., que da prevalencia al factor subjetivo sobre 

cualquier otro. Desde esta óptica, carece de razón el Juzgado Cuarenta y Cinco Civil del Circuito 

de Bogotá para rehusar la competencia en el asunto que ahora ocupa la atención de la Corte, por 

cuanto el libelo en este caso no podría ser conocido por el despacho judicial del lugar donde esté 

ubicado el inmueble, conforme con el numeral 10º, artículo 28 en concordancia con el precepto 29 

del Código General del Proceso. 

 

5. Así lo tiene decantado la Sala, a través del precedente invocado por el Juzgado Quinto Civil del 

Circuito de Sincelejo (AC140-2020), que guarda simetría con el sub examine, habida cuenta que el 

artículo 29 del Código General del Proceso da prevalencia al factor subjetivo sobre cualquier otro, 

por cuanto la competencia «en consideración a la calidad de las partes» prima. Sobre el particular, 

resáltese que, el factor subjetivo se establece a partir de «la calidad de las partes del juicio, con el 

fin de otorgar competencia a jueces de jerarquía superior cuando se trata de entidades públicas: 

nación, departamentos, municipios, intendencias y comisarias» 1, y abre camino a los siguientes 

elementos axiales: i) una competencia «exclusiva» que consulta a determinados funcionarios 



judiciales y «excluyente» frente a otros factores que la determinan, al punto que proscribe la 

«prorrogabilidad»; ii) cualificación del sujeto procesal que interviene en la relación jurídico 

adjetiva, revestido de cierto fuero como acaece con los Estados extranjeros o agentes diplomáticos 

acreditados ante el gobierno de la República en los casos previstos por el derecho internacional (vr. 

g. num. 1 Hernando Devis Echandía, Tratado de Derecho Procesal Civil Parte General, Tomo II, 

Editorial Temis, 1962, p. 147. Radicación n.° 11001-02-03-000-2021-00006-00 10 6°, art. 30 

C.G.P.); y iii) juez natural especial designado expresamente por el legislador para conocer del litigio 

en el que interviene el sujeto procesal calificado. Criterio en sentido contrario desconocería el 

mencionado mandato legal (artículo 29), toda vez que daría prevalencia al fuero real sobre el 

subjetivo que contempla el citado precepto, lo que conlleva a omitir su tenor literal, a pesar de que 

el artículo 27 del Código Civil regula que «[c]uando el sentido de la ley sea claro, no se desatenderá 

su tenor literal a pretexto de consultar su espíritu». Además, el artículo 28 de la misma obra consagra 

que «[l]as palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de las 

mismas palabras; pero cuando el legislador las haya definido expresamente para ciertas materias, 

se les dará en éstas su significado legal»; por lo que interpretación en sentido adverso asimismo 

dejaría de lado cómo el factor subjetivo está presente en distintas disposiciones procesales: el 

artículo 28 de esta obra (numeral 10°) que corresponde al precepto 23 del Código de Procedimiento 

Civil (numerales 17° y 18°), entre otros eventos”. 

 

Así las cosas, bastan los anteriores argumentos para que este despacho judicial rechace la presente 

demanda y ordene remitirla a través del aplicativo TYBA al Juez Civil del Circuito de Bogotá D.C. 

(Reparto), así como se dirá en la parte resolutiva del presente proveído.  

 

Por lo expuesto, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Montería, 

 

 

R E S U E L V E  

 

PRIMERO: Rechazar la demanda especial de expropiación adelantada por la AGENCIA 

NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA -ANI-, contra MUNICIPIO DE MONTERIA, 

SUSANA BURGOS DE GARCIA y CENTRO INTERNACIONAL DE BIOTECNOLOGIA 

REPRODUCTIVA - CIBRE A, por las razones expuestas en la parte considerativa de esta 

providencia.  

 

SEGUNDO: Remitir el expediente a través del aplicativo TYBA al Juez Civil del Circuito de Bogotá 

D.C. (Reparto). Por Secretaría ofíciese.  

 

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE 
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